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RESUMEN.-  

Todo Estado debe responder por los errores en que incurre la administración 

de justicia, en general, más aún en materia penal, en donde se encierran temas como 

la libertad, la vida, la familia, la intimidad, el trabajo, derechos fundamentales para el 

ser humano, y en donde es innegable que dichos derechos se afectan gravemente.  

Esta responsabilidad ha pasado por periodos de inexistencia absoluta hasta el periodo 

actual, por lo menos en nuestro país de responsabilidad objetiva, donde lo 

determinante para que dicha responsabilidad se haga efectiva es la existencia de un 

daño producido por un error.  El método utilizado en este trabajo de investigación es 

el cualitativo, puesto que se basa en el análisis de conceptos, legislación nacional, 

internacional, extranjera, y del análisis efectuado se concluye que nuestra legislación, 

en armonía con los documentos y tratados internacionales contiene disposiciones que 

obligan al Estado a responder al error judicial,  disposiciones que no hacen un 

distingo en materias, y que contienen un procedimiento para ser efectiva dicho 

derecho a  indemnización, sin embargo al procurar efectuar análisis de sentencias 

vemos que en materia civil o más bien en materias no penales, no existen sentencias 

de error judicial, peor aún existen datos de resarcimientos que el Estado haya 

efectuado por tal concepto; existen si sentencias penales de recursos de revisión en 

donde se ha revocado sentencias condenatorias y sin embargo no existe rastro de que 

los perjudicados hayan incoado acciones de reparación. Lo que existen son casos de 

error judicial ocurridos en nuestro país, en los que los perjudicados han preferido 

recurrir a cortes internacionales (Corte Interamericana de Derechos Humanos),a fin 

de obtener una reparación a los daños causados, tales son los casos de Tibi y 

Chaparro. 

 

 

 

 



 
 

 
 

ABSTRACT.- 

Each State must answer for the mistakes incurred by the administration of 

justice in general, even in criminal matters, where issues such as freedom, life, 

family, intimacy, work, fundamental rights to be shut themselves human, and where it 

is undeniable that such rights are severely affected. This responsibility has gone from 

absolute absence periods to the current period, at least in our country, strict liability, 

where determining that liability becomes effective is the existence of damage caused 

by an error. The performed analysis concludes that our legislation in line with 

international documents and treaties contain provisions requiring the State to respond 

to judicial error, provisions do not make a distinction in materials, and which contain 

a procedure to be effective that right to compensation However when attempting to 

perform analysis of judgments in civil and see that rather matter in non-criminal 

matters, there is no judicial error sentences worse data exists reparations that the State 

has made on this account; if there are criminal sentences where appeals for review 

has been revoked convictions and yet there is no trace of the injured have been 

initiated remediation actions. So there are cases of judicial error that occurred in our 

country, where the injured have preferred to turn to international courts (Inter-

American Court of Human Rights), to redress the damage caused, such is the case of 

Tibi and Chaparro. 
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INTRODUCCIÓN.- 

El Derecho Procesal nace por una necesidad social y humana de establecer 

normas que permitan  resolver los conflictos de derechos y de intereses, ya que las 

normas jurídicas que regulan la vida en sociedad con susceptibles de infringirse por la 

naturaleza propia del ser humano, donde es imposible vivir sin discusiones y 

pretensiones diferentes, por lo que lo idóneo es trasladar al Estado el poder para 

decidir sobre tales puntos contrapuestos.  Es necesario entonces contar con la 

reglamentación que permita a los seres humanos ejercer efectivamente el derecho 

sustancial y que constituyen en mucha medida una limitación al poder del Estado, en 

cuanto se trata de disposición es que norman la facultad de administrar justicia.  Es el 

Derecho Procesal el objeto de este estudio. 

Este trabajo se concentra o pretende abordar una arista del derecho penal, 

como lo constituye la comisión de errores judiciales en dicha materia, por lo que es 

éste el campo de acción de esta investigación, siendo el problema central, la 

inexistencia del resarcimiento del error judicial en materia penal.  Este problema 

surge a pesar de que la responsabilidad extracontractual del Estado, a través del 

tiempo se ha consolidado, pues hemos pasado de periodos históricos en los que la 

capacidad de administrar justicia no admitía controles, porque sencillamente se 

consideraban conceptos contrapuestos y donde la responsabilidad ha sido ninguna, 

hasta lo que actualmente se conoce como la responsabilidad objetiva del Estado, en 

donde lo que cuenta es que se haya producido un daño por parte de uno de los agentes 

de dicho Estado, para que haya lugar a una responsabilidad, sin tomar en cuenta 

incluso si el daño fue producto de la culpa o el dolo del agente estatal.  La comunidad 

internacional, a través de convenios y tratados ha establecido prácticamente un marco 

del control a la actividad estatal, y más precisamente a la administración de justicia, 

sin que ello signifique que en dicha justicia y en el órgano que la ejercita no 

continúen sustentándose  en el principio de independencia desde un doble sentido, 

como son la ausencia de coacción y la libertad plena de criterio.  Todo el sistema 

judicial, se ha construido sobre la base de evitar errores y de buscar la justicia y la 

verdad, de allí criterios como el doble conforme y la posibilidad de recursos y 
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acciones; sin embargo de ello, fue necesario establecer una responsabilidad del estado 

por los errores en los que pueda incurrir la administración de justicia.  Estas 

disposiciones contenidas en tratados y documentos  internacionales han sido 

recogidas por las legislaciones de varios países, tanto en sus constituciones como en 

leyes nacionales con el fin de que los Estados garanticen los derechos de las personas 

incluso en aquellos casos en los que dichas personas sufren un perjuicio ilegitimo por 

parte del propio Estado, tal es el caso de nuestro país, en donde sin embargo de todo 

este aparataje normativo la realidad es que no existe un real resarcimiento a la víctima 

de un error judicial.    Los motivos de aquello, que no son otra cosa que las causas, a 

mi criterio son dos: el primero la desigualdad inevitable al litigar contra el Estado; y 

segundo el procedimiento establecido para perseguir tal resarcimiento, a través de un 

juicio ordinario ante los jueces de  lo Contencioso Administrativo.  Las 

consecuencias o efectos de lo antes anotado no son otros que: primero, no exista un 

verdadero control de legalidad y constitucionalidad de las actuaciones judiciales, y 

segundo que el Estado se convierta en victimario de las propias personas a quienes 

debe garantizarle sus derechos, entre los que están el Acceso a la Justicia, y la Tutela 

Judicial Efectiva.  Surge entonces la pregunta: ¿Cómo contribuir a la eficacia del 

derecho a ser resarcido por el Estado cuando se sufre un error judicial en materia 

penal?. 

La justificación de ésta investigación es que se busca proponer una solución a 

fin de que a través de ella el Estado cumpla realmente con su principal deber, que es 

velar por el cumplimiento de los derechos que garantiza la Constitución, como son el 

Acceso a la Justicia, y el derecho a gozar de una real Tutela Judicial Efectiva, 

evitando colocar a la víctima del error judicial en materia penal, en la necesidad de 

enfrentar un nuevo proceso ( juicio ordinario ante los jueces de Los Contencioso 

Administrativo), y evitar así que sólo lleguen a ser resarcidos aquellos que tienen 

posibilidades de acudir a la justicia internacional, como a la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. 

El Objetivo General es proponer una reforma al Código Orgánico Integra 

Penal, que trate sobre la Indemnización al procesado, acusado y condenado por error 
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judicial, por lo que los objetivos específicos son: 1.- Analizar la doctrina sobre error 

judicial; 2.- Analizar la doctrina sobre el daño; 3.- Analizar la legislación existente 

sobre error judicial; y, 4.- Analizar la legislación existente sobre la reparación del 

error judicial. Por lo que  el método utilizado para el estudio de éste caso teórico es el 

cualitativo, no interactivo, porque se basa en análisis de conceptos doctrinarios, de 

disposiciones legales internacionales, extranjeras y nacionales, y de sentencias 

nacionales e internacionales a fin de establecer lo que constituye la responsabilidad 

del estado por errores en la administración de justicia.  

Todos estos objetivos bajo la premisa: La inexistencia del resarcimiento del 

error judicial en materia penal, por lo que se propone una reforma al Código Orgánico 

Integra Penal, que trate sobre la Indemnización al procesado, acusado y condenado 

por error judicial.  
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DESARROLLO.- 

I  Referentes teóricos del Derecho Procesal en cuanto a la responsabilidad 

extracontractual del Estado por errores en la administración de Justicia. 

1.-  Noción de Derecho Procesal. 

La sociedad humana es por su naturaleza misma, una sociedad en la que se 

presentan conflictos de intereses y de derechos, ya que las normas legales que las 

reglamentan pueden ser violentadas de manera frecuente, por la esencia misma del ser 

humano, que hace improbable la vida en sociedad sin problemas o choques de 

intereses y necesidades.  Son estas necesidades que hacen que confluyan varios 

sujetos a pretender los mismos objetos o derechos, y son  las  que también ocasionan 

que se creen intereses excluyentes y opuestos. (Davis Echandia, 2009) 

Es por ello que, en cuanto a su origen o causa primaria, Hernando Davis 

Echandía ( 2009), en su libro Nociones Generales de Derecho Procesal Civil indica:   

El Derecho procesal, que, en cuanto a su origen o causa 

primaria, responde a una necesidad que es la de encauzar, 

mediante la intervención del Estado, la acción de los asociados 

en el deseo de proteger sus intereses contra terceros y contra el 

mismo grupo, bien sea en presencia de una amenaza o de un 

hecho perturbatorio consumado. (pág. 1) 

Es el normar la manera de solucionar los conflictos entre las personas, una de 

las características de las sociedades organizadas, basándose en dos principios 

fundamentales que son: el restringir esa facultad del Estado y determinar las normas 

que permitirán el ejercicio de las acciones.  Es el ejercicio de estas acciones, la forma 

en la que, el derecho sustancial se hace efectivo, pues no podría existir el derecho 

subjetivo sin el derecho procesal, incluso aun cuando el derecho sustancial 

pretendido, al final no lo tenga el actor; y es la determinación de las normas para el 

ejercicio de la acción (facultad estatal de administrar justicia) en sí misma, una 

limitante al poder del Estado. 

Con este antecedente, el Derecho Procesal puede definirse como lo hace Davis 

Echandía (2009) como:   
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La rama del derecho que estudia el conjunto de normas que 

fijan el procedimiento que se ha de seguir para obtener la 

actuación del derecho positivo, lo mismo que las facultades, los 

derechos, cargos y deberes relacionados con este y que 

determinan las personas que deben someterse a la jurisdicción 

del Estado y los funcionarios encargados de ejercerla.  

Las acciones que buscan ejercer derechos positivos, no sólo tienen lugar en la 

solución de conflictos, sino que también pueden presentarse en otros escenarios, 

como en el  sancionar de un  ilícito, en preverlo, etc., e incluso en actos en los que no 

existen choques de intereses, como cumplimiento de formalidades o declaraciones.  

Sin embargo de todas esta gama de situaciones que puede encerrar y encierra el 

Derecho Procesal, no debemos entender que es a ello a lo que se reduce la actividad 

jurisdiccional del Estado, pues ésta incluye no sólo lo que tiene que ver con el 

proceso, sino también lo que tiene que ver con la elaboración de la ley y su ejecución, 

así lo indica Carnelutti, citado por Davis Echandía en su obra Nociones Generales de 

Derecho Procesal Civil: “ No se debe confundir la función jurisdiccional con la 

función procesal.” 

2.- La responsabilidad extracontractual del Estado. 

2.1.- Antecedentes históricos. 

  En la Edad media, era una función del Rey el administrar justicia, ya que en él 

se concentraba la autoridad jurisdiccional, como juez supremo, que ejercía la justicia 

para mantener la paz en la comunidad, pero a partir del siglo XII este Rey delega la 

jurisdicción a los señores feudales, dándose la posibilidad de que éstos abusaran de 

aquella. Luego en la segunda mitad del siglo XIII se desarrolla un cierto aparato 

jurisdiccional, cuando el monarca crea una red de oficiales bajo su autoridad; sin 

embargo se traslada a estos oficiales la concentración de todas las funciones del poder 

político de la misma forma que sucedía con el rey, siendo esta acumulación y 

concentración de funciones una característica de la Justicia en la Edad Media, que se 

repetiría también en la Edad Moderna, hasta llegar al constitucionalismo, pues como 

indica DELGADO DEL RINCON (2003), en su libro “Responsabilidad del Estado 

por el Funcionamiento de la Administración de Justicia”, al citar a TOMAS Y 
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VALIENTE  en esa época “No entran dentro de las categorías mentales o del 

horizonte político, de la época ni la idea de independencia judicial ni la de un poder 

judicial, o ni tan siquiera la de órganos diferenciados para el ejercicio de la función 

judicial”.  (p.25) 

2.1.1 Las Doce tablas Romanas 

Las primeras disposiciones históricas que hacen referencia a una 

responsabilidad judicial tal como se encuentran en textos jurídicos de la Edad Media, 

donde se evidencia una influencia del Derecho Romano.  En las Doce Tablas se 

contenían algunas disposiciones que reconocían una responsabilidad judicial personal 

de carácter penal, sancionando con pena de muerte a aquellos jueces que aceptaban 

regalos de cualquiera de los litigantes.  En el mismo Derecho Romano existió una 

acción civil de los particulares contra el Juez que hubiere dictado una sentencia 

injusta, y no hubiere cumplido las funciones concernientes a su cargo.  Esta era la 

denominada  actio contra iundicem qui litem suam fecit, que al principio solo estaba 

prevista para los casos de dolo, y que posteriormente se extendió a los casos de culpa 

o imprudencia, asimilando estas conductas de los juzgadores a los cuasidelitos.  Otro 

antecedente del mismo derecho romano, en cuanto a la responsabilidad judicial 

personal es una constitución del Emperador Zenón, donde se establecía a los jueces la 

obligación de permanecer por cierto tiempo en la ciudad donde ejercieron su cargo 

una vez cesados éstos con el objetivo de que pudieran responder por sus actos 

errados.  (Delgado del Rincón, 2003)     

2.1.2 El Fuero Juzgo Español 

En cuanto al Derecho Histórico Español, en la Edad Media se encontraron 

algunas disposiciones en documentos jurídicos en las que se hablaba de como regular  

civil y penalmente la situación en el evento de que hubieren jueces que no ejercieran 

sus funciones de manera correcta, constituyendo ésta una forma en la que el Rey 

supervisara a todas aquellas personas a las que había delegado funciones 

jurisdiccionales.   El Fuero Juzgo,  contiene las disposiciones que regulan conductas 

indebidas de los jueces, como por ejemplo la denegación de justicia, dilación 
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indebida de procesos, por las que se condenaba al juez a pagar, a manera de 

indemnización una multa.  Se establecía también como conducta indebida por parte 

del juez, el dictar una sentencia injusta o mediando entrega de alguna cosa o ruego, 

sancionándoselo con entregar la cosa, pago de cantidad determinada, o incluso azotes. 

(Delgado del Rincón, 2003)   

2.1.3 Las Siete Partidas   

Luego las Partidas establecen una nueva organización judicial, estableciendo 

que los oficiales ejercerían sus funciones jurisdiccionales por ciertos periodos de 

tiempo, y se regulaban supuestos de responsabilidades judiciales, tanto civiles como 

penales.  Las Leyes de Estilo y el Ordenamiento de Alcalá consideraban también 

supuestos de responsabilidad penal a los jueces que permitieran o cometieran 

cohecho, no se establecen responsabilidades civiles.  Aparecen luego, sobre todo a 

partir de los Reyes Católicos, utilizándose de manera más regular y continua,  el 

denominado  Juicio de Residencia  y la visita, como métodos que buscaban ejercer un 

control sobre los jueces que hubieren cometido delitos o actuaciones indebidas en el 

cumplimiento de sus deberes del oficio, y que hubieren causado un perjuicio a 

particulares.  El Juez tenía una doble responsabilidad: una ante el rey que era quien lo 

había elegido para el ejercicio de la Justicia, y otra ante los particulares como 

consecuencia de los daños que en el ejercicio de esa jurisdicción les haya podido 

causar.   

Así nace un sistema de recursos e impugnaciones a las decisiones judiciales; 

nace la apelación que en su origen tenía dos aristas:  la primera de ellas, que se dirigía 

contra la decisión judicial; y la otra que era dirigida contra la persona del Juez, quien 

tenía que defender su resolución, ante un superior.  Posteriormente estas dos aristas 

señaladas se separarían.      

El  Juicio de Residencia  y  la Visita o pesquisa  eran entonces, un sistema de 

control y exigencia de responsabilidades a los jueces.   La residencia era un 

procedimiento por el que las actuaciones de los jueces eran revisadas, y de dicha 

revisión se concluía si  debía exigirse responsabilidad al juzgador, una vez que éste 
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hubiere cesado en su oficio.   La Visita por su parte, era un procedimiento por el cual 

el Rey nombraba a determinados funcionarios, llamados visitadores, para que 

investiguen un caso  determinado con relación al modo en que el juzgador había 

ejercido sus funciones. Todos estos mecanismos buscaban exigir responsabilidades  a 

los jueces por los daños que sus actuaciones pudieran causar a los particulares, en el 

ejercicio de su jurisdicción, es decir para reparar los daños que sus actuaciones 

equivocadas  e ilegítimas pudieran causar.  (Delgado del Rincón, 2003)      

2.1.4  Origen del principio de irresponsabilidad del Estado. 

Este principio tiene su origen en el Commom Law inglés, según el cual el 

monarca no podía equivocarse o causar daño, por lo que él no podía ser demandado 

por ningún tribunal.  En Rey ocupaba la cúspide de la pirámide del sistema feudal, 

por lo que la justicia emanaba de él, y era por tanto ilógico para el momento pensar 

en que el propio Rey debiera estar sometido a tribunales que le eran propios y a través 

de los cuales impartía justicia.   Sin embargo, empieza a introducirse como excepción 

a la inmunidad judicial del Rey, la llamada petición de derechos, por la que un 

súbdito a manera de súplica le solicitada al soberano, su expreso consentimiento para 

ser demandado. Esta posibilidad de demanda al rey, abre entonces la posibilidad de 

que el monarca puede actuar de forma contraria a derecho.    Con el advenimiento de 

la Revolución Francesa, este principio de irresponsabilidad del estado  se mantuvo, 

aunque sí se introdujo la figura de la responsabilidad por expropiación forzosa, que 

originaría una responsabilidad patrimonial del Estado, como consecuencia del 

aumento del poder de la clase social burguesa, que quería defender  su patrimonio del 

intervencionismo expropiatorio del monarca.  

Posteriormente los cambios de una sociedad en la que la participación de la 

administración se hace cada vez mayor, entra en contradicción con el principio 

medieval de irresponsabilidad patrimonial del estado. Se experimenta entonces, un 

proceso evolutivo del principio de responsabilidad patrimonial estatal por daños no 

expropiatorios, en el que se distinguen tres fases: 
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1.- Fase de absoluta irresponsabilidad estatal, con responsabilidad personal de los 

funcionarios públicos por actos dolosos, negligentes o culposos. 

2.- Fase de responsabilidad subsidiaria del estado ceñida a los actos ilícitos de las 

autoridades, teniendo como base la culpabilidad. 

3.- Fase de responsabilidad directa y objetiva del Estado, sin consideración a la licitud 

o ilicitud de los actos.  

2.1.5. Origen del periodo de reconocimiento de la responsabilidad del Estado. 

Existe un último periodo de evolución en cuanto a la responsabilidad  

extracontractual del Estado, que  tiene su origen sobretodo en las sentencias del 

Consejo de Estado Francés y del Tribunal de Conflictos, que empieza a servir para 

que otros países lo repliquen, estableciéndose la tradicional teoría de la 

responsabilidad directa y total de la Administración, con base en el riesgo del 

funcionamiento del servicio, que libra a la parte afectada de la carga de la prueba, en 

el sentido de que no necesita probar la culpa de quienes le irrogaron el daño,   Según 

esta teoría no necesita conocerse si el daño fue producto de la culpa de la 

administración .   

II La responsabilidad del estado por error en la administración de justicia. 

1.- La responsabilidad del Estado. 

Responsabilidad es una palabra que implica la obligación de quien por 

cualquier circunstancia, es el causante de un hecho que produce daño, o en otros 

términos tiene que ver con aquella persona a cargo de quien la ley establece 

consecuencias de una situación.  Etimológicamente responsabilidad viene del latín 

responsas que significa constituirse en garante.  El Diccionario de la Real Academia 

de la Lengua dice que responsabilidad “es la obligación de reparar y satisfacer, por sí 

o por otro, a consecuencia de un delito, de una culpa o de otra causa legal” (Real 

Academia de La Lengua Española).  Por ello podríamos definir a la responsabilidad 

como el conjunto de reglas que determinan a quien debe repararse un daño. 
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Como se puede apreciar dentro del concepto de responsabilidad se incluye al 

sujeto pasivo de la misma, es decir al responsable.  En nuestro caso de estudio, ese 

responsable es el Estado, que es quien debe, como lo indica  FERNANDEZ, E. citado 

por un estudio de la Universidad de Talca, Centro de Estudios Constitucionales, 

Santiago de Chile ,  “restituir el equilibrio roto por hechos o actos del poder público, 

en detrimento de un particular, por medio del resarcimiento de los daños y perjuicios 

ocasionados” (Chile).   Por lo tanto el Estado está obligado a hacer desaparecer la 

lesión sufrida por un hecho o acto ilícito o ilegítimo, de forma tal que se pueda 

restablecer a través de una reparación pecuniaria, la situación existente con 

anterioridad a dicha lesión.   

Por otro lado,  según  Meza Barros, Ramón, Santiago de Chile,  1986, en su 

libro De Las Fuentes de Las Obligaciones, 7ma. Edición Tomo II, pág. 247, citado 

por García Mendoza, Hernán, en su libro la Responsabilidad Extracontractual del 

Estado, Indemnización del Error Judicial, 1997, Santiago de Chile,   la 

responsabilidad civil para ser tal, requiere de cuatro elementos que son: a) el daño, b) 

la culpa o el dolo, c) una relación de causalidad entre el dolo o culpa y el daño, y, d) 

capacidad delictual. (Garcia Mendoza, 1997).  Quien comete el daño debe indemnizar 

o resarcir a la víctima por dicho perjuicio causado. 

Existen quienes en materia de Derecho Público,  hacen una diferencia entre 

indemnización y resarcimiento, entendiendo como indemnización a la reparación que 

debe la Administración Pública, a quien siendo titular de derechos los cede frente al 

ejercicio legítimo de la potestad estatal; mientras que resarcimiento consiste en la 

reparación económica que nace de una ilegal actuación de la Administración. Entre 

quienes sostienen estos conceptos diferenciadores está Altamira Gigena, Julio, en su 

obra Responsabilidad del Estado, de Editorial Astrea de Rodolfo Depalma y 

Hermanos, Buenos Aires, 1973, pág. 45, citado por Hernán García Menoza, 1997.   

Uno de los principios del derecho administrativo es la responsabilidad del Estado, en 

sus distintas esferas. 

Para que haya lugar a una responsabilidad del Estado deben cumplirse ciertos 

presupuestos como son: a) existencia actual y cierta del daño; b) imputabilidad 
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material de los daños al Estado; c) la relación de causalidad entre el accionar del 

Estado y el perjuicio; d) la necesidad de que se configure un sacrificio especial en el 

afectado; e) ausencia del deber jurídico de soportar el daño a cargo del afectado. 

2.- La responsabilidad extracontractual del Estado en la Administración de Justicia. 

El Estado enviste de jurisdicción a ciertas personas, a fin de que en su nombre 

y representación ejerzan la actividad o función judicial; es decir, son los jueces en 

todos sus grados, quienes actúan como instrumentos del Estado en su labor de 

administrar justicia, y a quienes se les confía la protección de todos los derechos del 

ser humano.  Como indica Miguel Hernández Terán, en su obra Seguridad Jurídica,  

A la administración de justicia le corresponde el papel 

fundamental de tutelar el cumplimiento de los derechos y 

obligaciones de los particulares y también los generados en el 

marco de la relación del derecho público que tienen los 

particulares con el Estado, a través de las sentencias que 

expiden los jueces y tribunales en los casos sometidos a su 

conocimiento y resolución.. (Hernández Terán, 2004, pág. 141)  

  Surge el problema, cuando la misma función judicial, que es la guardiana de 

la seguridad jurídica y del Estado de Derecho, quien representa la protección al 

ciudadano ante la arbitrariedad del poder, es quien vulnera la tutela judicial efectiva, 

ya que la efectividad de  ésta parte del acierto en las decisiones judiciales; cuando 

dicho Juez, cuya actuación se espera se dé con imparcialidad, y que su análisis del 

caso sea objetivo, comete un error, en cualquier momento del juicio, o incluso al 

dictar sentencia, afectando de manera grave a una de las partes, tanto moral como 

patrimonialmente.  Se hace necesario por lo tanto que ese perjuicio que causó el error 

judicial, se repare. 

3.- Concepto de error judicial.  

Se entiende de manera general, como error judicial, la equivocación, con o sin 

dolo, cometida por un funcionario de la administración de justicia y que son en gran 

medida una violación a los derechos humanos y que pueden llegar por tanto a 

afectaciones de por vida, tanto a personas naturales como Jurídicas.  Al decir de 

Federico Puig Peña, citado por Hernán García Mendoza, en su obra Responsabilidad 
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Extracontractual del Estado, Indemnización del Error Judicial, “el error judicial, 

consiste en toda antinomia producida entre la verdad material y la verdad oficial, no 

captada por el Juzgador.” (Garcia Mendoza, 1997) 

La posibilidad de que los funcionarios judiciales cometan equivocaciones al 

momento de tomar sus decisiones, existe, y es para algunos, entre otros, uno de los 

motivos que justifican la existencia de recursos y revisiones que de dichas 

resoluciones hacen los jueces jerárquicamente superiores.  El hecho del yerro judicial 

y las consecuencias que de ello se derivan son una realidad, por lo que los convenios 

internacionales como el Pacto de San José, y constituciones y leyes, recogen esta 

posibilidad. 

No existe una definición dada por el legislador, ni tampoco la doctrina da 

mucha información sobre su concepto.  No se deja en claro si puede hablarse de error 

judicial sólo respecto a las cuestiones de hecho en las resoluciones judiciales, o si 

también incluye cuestiones de derecho, o si son susceptibles de cometerlo algún tipo 

determinado de jueces.   Según Jorge F. Malem Seña, en su trabajo El Error Judicial, 

sostiene que: 

Para que exista error judicial según el sistema jurídico de 

referencia, deben existir una o más respuestas correctas 

respecto de un caso. Y la decisión judicial calificada como 

errónea no ha de poder subsumirse en ninguna de esas posibles 

respuestas correctas.  Estas dos condiciones parecen ser 

necesarias y suficientes.  (págs. 1y 2) 

Por ello el uso que el juez haga de su discrecionalidad, que el ordenamiento 

jurídico lo permite, no puede considerarse error judicial.  Es en cambio una violación 

a los límites que en su obrar se le ha impuesto, es decir, es un límite a la arbitrariedad 

en la que el juzgador puede caer.  No es importante por tanto, si el yerro se debe a su 

dolo, culpa o negligencia, así como tampoco es importante su nivel jerárquico; lo que 

sí es necesario es que el error sea algo evidente que hubiera prodigado un daño, y que 

el que se vea perjudicado por él no tenga ya ningún recurso procesal para corregirlo. 

Para el Tribunal Supremo Español en sentencia del 5 de octubre de 1987, Sala 

de Lo Penal se define: 
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 El error judicial no dimana de la simple revocación o anulación 

de las resoluciones judiciales, debiéndose entender por error 

judicial toda decisión o resolución dictada por órganos de la 

administración de justicia, injusta o equivocada, pero el yerro 

debe ser palmario, patente, manifiesto, indudable e 

incontestable, de un modo objetivo y no tan sólo a los ojos de 

quienes fueron parte o se sientan perjudicados, pudiéndose 

agregar que dicho error, puede ser fáctico o jurídico, teniendo 

indebidamente por probados determinados hechos o 

desconociendo o ignorando los preceptos legales o las normas 

aplicables o incurriendo en flagrante equivocación al aplicarlas 

o interpretarlas. (Sentencia, 1987) 

Otra sentencia del mismo Tribunal Supremo español del 16 de junio de 1988, 

Sala de lo Civil, indica en su parte pertinente:  

 . . .  no es el desacierto lo que trata de corregir la declaración 

de error judicial, sino la desatención por parte del juzgador, a 

datos de carácter indiscutible , generadora de una resolución 

esperpéntica, absurda, que rompe toda armonía del orden 

jurídico, introduciendo un factor de desorden que es el que 

origina el deber a cargo del Estado, de indemnizar los daños 

causados directamente, sin necesidad de que sea declarada la 

culpabilidad del Juzgador. (Sentencia, 1988) 

En resumen, como lo proclama la Sentencia del Tribunal Supremo Español, el 

3 de julio del 1989, Sala de Lo Civil:  

El error judicial es el cometido en una resolución, insubsanable 

dentro del proceso por la vía de los recursos ordinarios y 

extraordinarios, debido a una equivocada información sobre 

hechos enjuiciados, por contradecir lo que es evidente o a una 

aplicación del derecho que se basa en normas inexistentes o 

entendidas de modo palmario, fuera de su sentido o alcance. 

(Sentencia, 1989) 

Sobre este concepto, Enrique Gil Botero, en su obra Responsabilidad 

Extracontractual del Estado, Editorial Temis S.A., Bogotá, 2013, cita a Leopoldo 

Tolivar Alas en su artículo La responsabilidad patrimonial del Estado- juez, trabajo 

en el que se describe como el Tribunal Supremo Español, le da un trato excepcional a 

la declaración de error judicial:  

El error judicial es, por tanto para el Tribunal Supremo, una 

equivocación manifiesta y palmaria en la fijación de los hechos 
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o en la interpretación o aplicación de la ley o del derecho, por 

basarse en normas derogadas, inexistentes o entendidas fuera de 

toda razón o sentido y ha de dimanar en una resolución injusta o 

equivocada,  viciada de un  error indisculpable, patente, 

indubitado e incontestable. 

El Tribunal Supremo llega a hablar, reduciendo el concepto de 

error judicial no sin un cierto punto de corporativismo 

defensivo, de una equivocación manifiesta que haya provocado 

conclusiones fácticas o jurídicas ilógicas, irracionales, 

insensatas, esperpénticas, extravagantes, disparatadas o 

absurdas, que rompan la armonía del mundo jurídico.  Tal 

parece que más que un error, exige un horror judicial.  Porque, 

según esta exégesis restrictiva, no toda equivocación es 

susceptible calificarse  como error judicial, sino que ésta 

expresión ha de reservarse  para supuestos especiales 

cualificados, en los que se advierta una desatención, desidia, o 

falta de interés jurídico del  juzgador, por contradecir lo 

evidente o incurrir en una aplicación del derecho fundada en 

normas inexistentes, pues el error judicial ha de ser manifiesto, 

e incluso, grosero y flagrante; supuestos únicos que originarían, 

por el desorden institucional que vendrían a evidenciar, el deber 

a cargo del Estado de indemnizar los daños causados en forma 

directa y sin necesidad de declarar la culpabilidad del Juzgador. 

(Gil Botero, 2013) 

4.- Características del error judicial. 

Siguiendo una línea  jurisprudencial del Derecho Español, error judicial 

indemnizable, es decir en sentido restringido, es aquel que cumple los siguientes 

parámetros: 

a) Surge de una decisión judicial, no circunscrita sólo a las sentencias. 

b) El sujeto activo de error, es un juez o magistrado, o personas que ejerzan 

estas funciones. 

c) El error debe ser manifiesto, evidente, patente y craso.  Debe ser indudable 

frente a una revisión simple; y si se tratare de un error de derecho, la 

resolución del Juez debe llevar a una conclusión fuera de toda lógica, lo que 

trae como consecuencia que no pueden ser consideradas como error judicial 

indemnizable cualquier decisión desacertada de un juez; así como tampoco 
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por el hecho de una resolución revocada o anulada se puede pensar en el 

derecho a una indemnización. 

d) No es necesario que el Juez haya actuado con dolo o culpa, pues la 

responsabilidad es objetiva, solo por el hecho de haber causado un daño. 

e) Lo que sí es necesario es que el afectado no se hubiere comportado dolosa o 

culposamente.  Si hay fuerza mayor, tampoco hay error indemnizable. 

f) Debe existir acreditado un daño concreto individual y valorable de manera 

económica y debe existir también una relación de causalidad entre el error y 

el daño. 

g) En el caso de España, se exige que la declaración de la existencia de un error 

judicial la haga el Tribunal Supremo a través de una sentencia. 

5.- El Daño. 

En leguaje común Daño significa afectación, lesión, merma de patrimonio 

ajeno.  Como indica MORAN, R (2010) en su obra  El Daño, pág. 13, “ El daño 

como fenómeno jurídico es el resultado de una conducta susceptible de ser 

jurídicamente calificada y sancionada”; por ello podemos decir que el daño tiene dos 

elementos: a) el hecho físico en la realidad; y, b) el análisis que hace el Derecho que 

determina los efectos jurídicos que el hecho ha producido, por lo tanto el daño es la 

lesión a un interés patrimonial, pero esta lesión debe ser cierta y real, no hipotética o 

tentativa, sino que debe producir una pérdida.  El daño debe ser real y tener una 

relación directa con el hecho que lo provoca, debe ser susceptible de cuantificación a 

fin de poder ser resarcido, y debe ser previsible, ya que de no serlo no habría lugar a 

responsabilidad.    

El daño, debe tener un objeto que no es otra cosa que un interés humano 

tutelado por la ley.  El daño debe ser susceptible de cuantificación y es en cuanto a 

ella que se abren dos posiciones: la primera que tiene que ver con la apreciación 

normal y simple del valor de los bienes materiales que requiere el ser humano para la 

satisfacción de sus necesidades, es decir, es una apreciación objetiva de los resultados 

del daño; y la segunda posición, que tiene que ver con la valoración propia que haga 
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el ofendido del daño recibido, lo que va más allá de una valoración comercial.   

(Morán Sarmiento, 2010) 

Respecto a la responsabilidad del hecho dañoso existen también dos 

tendencias: La primera, de la “responsabilidad subjetiva”, en la que se analiza el 

hecho dañoso y los elementos que participan en su realización, donde hay que 

considerar al sujeto que ejecuta el hecho.  Dentro de esta tendencia se entra  a 

considerar la imputabilidad y la culpa del agente que son factores vinculantes con el 

hecho, que de no haberlos se trataría de un hecho sin responsable.  La segunda 

tendencia, es aquella de la responsabilidad objetiva, para la que el daño es un 

fenómeno de la sociedad y que el derecho debe sancionar.  No se mira a la 

culpabilidad del ejecutor del acto dañoso, y sólo en caso de fuerza mayor, caso 

fortuito o incapacidad mental, no cabe sanción contra el daño.  Particularmente en 

nuestro Código Civil ya existe plasmada este tipo de responsabilidad, que tiene 

sustento en reparar todo daño producto de cosas riesgosas, que aunque no exista 

puntualmente un hecho que pueda atribuírsele al responsable, sólo por ser el titular de 

la cosa riesgosa debe afrontar la responsabilidad del hecho dañoso. (Morán 

Sarmiento, 2010) 

El interés público está tutelado por el estado y esa tutela comprende también 

el sancionar las conductas dañosas en contra de las personas, ya sea que éstas 

provengan de particulares, o de instituciones públicas y de sus servidores.  Este 

Estado deberá sancionar y ordenar la reparación por parte de quienes sean culpables. 

(Morán Sarmiento, 2010) 

5.1. La acción Dañosa 

El acto para ser dañoso requiere de 4 elementos: a) Los actos, b) los hechos, 

c). El resultado dañoso, y d) La relación de Causalidad. 

a) Los actos 

Según Morán R, 2010, en su obra El Daño, pág. 33 que cita a Humberto Pino Rogers, 

en Curso básico de Derecho Civil – Los hechos y actos jurídicos:  
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Los actos jurídicos privados son aquellos que realizan los 

particulares entre sí para regular o disciplinar sus intereses o 

bien los de los entes públicos con los particulares . . .  Una 

declaración o manifestación de voluntad hecha con arreglo a la 

Ley por una o varias personas capaces, con la intención de 

producir un efecto jurídico querido por ellas que está 

preestablecido o amparado en una norma legal y que puede 

consistir en la creación, conservación, modificación, 

transferencias, transmisión de un derecho u obligación. (Moran 

Sarmiento, 2010) 

Son entonces los actos una manifestación humana, de la voluntad del sujeto 

que se produce dentro de una relación contractual o de obligaciones, y que se dirigen 

de manera consciente hacia un objetivo, que por lo general es una situación jurídica 

que tiene que ver con el interés de las personas.  Este acto puede ser lícito o ilícito, 

estos últimos resultan de manifestaciones de voluntad orientadas a causar eventos 

dañosos, por ejemplo la celebración de contratos con objeto o causa lícita, o 

incumplir obligaciones que nacen de un contrato, o los contratos simulados. (Morán 

Sarmiento, 2010) 

b) Los hechos humanos 

Son acontecimientos consecuencia de la conducta humana que se les atribuye 

un resultado jurídico.  Este resultado jurídico o consecuencia, hace que estos hechos 

sean lícitos o ilícitos, dependiendo de si se encuadran o no en la ley.  También existen 

aquellos hechos que no son producto de la voluntad humana y que son los producidos 

por fenómenos naturales. 

Alessandri – Somarriva, en su tratado de Derecho Civil, citado por Morán, R., 2010 

en su obra  El Daño, dice:   

El acto jurídico es una declaración de voluntad que se realiza 

con el propósito o la intención de obtener un efecto jurídico que 

puede ser la creación, modificación o extinción de un derecho o 

una situación jurídica.   Hechos jurídicos son manifestaciones 

conciertes y voluntarias que no son en sí mismo o por su 

naturaleza declaraciones de voluntad; pueden dirigirse a sujetos 

determinados o indeterminados. El hecho humano es el 

realizado sin el propósito o intención de obtener efectos 

jurídicos preestablecidos o concertados.  Es una manifestación 
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de voluntad que con sus resultados se adecua a la figura del 

delito o cuasidelito señalados por la ley a consecuencia de 

conductas negligentes, descuidadas, imprudentes o violatorias 

de marcos reglamentarios. 

Es decir, son manifestaciones humanas extracontractuales que no están 

regladas por ningún acuerdo previo, sino que son manifestaciones de la voluntad del 

ser humano que tienen connotaciones jurídicas, y dentro de ellas hay aquellas que 

persiguen un propósito dañoso que son las dolosas, y aquellas otras que traen un 

resultado producto no de la intención sino del descuido o negligencia que son las 

culposas, y que sin embargo al ser inintencionales caen en la responsabilidad del 

agente. 

El hecho humano puede ser un hecho propio cuando es una conducta directa y 

personal de su ejecutor; un hecho ajeno, cuando lo realiza una tercera persona y un 

hecho de las cosas que es aquella responsabilidad de alguien que responde también 

por la cosa y que se descuidó de ella, de tal suerte que ese descuido hizo que la cosa 

haga o cause daño.  Por lo tanto es evidente que en relación directa con la causa del 

daño, está el ser humano, siendo su conducta la que tiene o no relación con la 

obligación de reparar y enfrentar el daño.  Cabe aclarar que esa conducta que causa 

daño, no necesariamente debe ser antijurídica sino que incluso puede ser totalmente 

legal y legítima. 

Sobre la responsabilidad en el hecho es importante considerar que existen 

personas inimputables  como las menores de edad y los incapaces mentales a quienes 

la ley indica que no puede atribuírseles responsabilidad en hechos con consecuencias 

jurídicas.  Existen también otros eximentes de responsabilidad como la Fuerza Mayor 

y el caso fortuito, ya que no dependen de la voluntad del hombre, ni de su descuido o 

negligencia, sino que son imprevisibles. 

Por ser el hecho humano de naturaleza extracontractual, debe aplicarse a ellos 

la responsabilidad objetiva en la que se presume la culpa y en la que la víctima no 

debe probar la culpa de la persona a quien se le imputa el hecho, ya que lo que 

importa en este caso es el daño que se ha producido y no la culpabilidad.  Nuestro 

Código Civil, sin embargo en su artículo 2299 recoge la tesis de la responsabilidad 
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subjetiva ya que indica: “Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o 

negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta. . .” (Comision de Legislacion 

y Codificación, 2005), por lo tanto la culpabilidad como la imputabilidad deben 

probarse para poder establecer responsabilidades.  La responsabilidad subjetiva, 

analiza la sanción como una respuesta a la conducta, sin importar la magnitud del 

daño; por el contrario en la responsabilidad objetiva lo que importan son los 

resultados dañosos y no la acción como tal.  En la responsabilidad subjetiva, para que 

la acción sea dañosa debe ser antijurídica, por lo que de no serlo, aun cuando sí sean 

dañosas no cabe en ellas sanción; por el contrario la responsabilidad objetiva basta 

que la acción cause daño para que deba sancionársela o reparársela.   

c) El resultado dañoso o daño 

La acción, conducta, acto o hecho, producen un daño a una persona, sea un 

daño en lo patrimonial como en lo extra-patrimonial.  Este daño debe ser 

objetivamente cierto y haber lesionado el derecho objetivo y subjetivo de la persona, 

por lo que la existencia del resultado dañoso es necesaria para hablar de reparación. 

Como vimos en la teoría de la responsabilidad subjetiva lo que importa es que haya 

un culpable frente al resultado dañoso, solo si existe tal culpable podemos decir que 

habrá reparación; por el contrario, la teoría de la responsabilidad objetiva sostiene que 

lo que importa es que exista un daño (resultado dañoso) para que solo con él haya 

lugar a una reparación, no importa que haya o no culpabilidad. 

En este contexto, el daño puede ser causado por una persona natural o 

jurídica, incluso por el propio Estado, siendo este último escenario la materia de este 

estudio. 

III Marco legal de la responsabilidad del Estado por error en la administración 

de justicia. 

1.- Marco Internacional. 

La responsabilidad del Estado, en los hechos o actos dañosos consecuencia de 

errores en la administración de justicia, se ha mantenido de manera expresa en 

documentos internacionales, queriendo prever en ellos la posibilidad de reparación a 
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la que tiene derecho, la persona que ha sido víctima de un error cometido en la 

sustanciación de un proceso, y cuyo error le ha irrogado un perjuicio de la naturaleza 

que fuere.  Es así que encontramos tratados y convenios internaciones que dejan muy 

en claro que un error judicial debe ser corregido y resarcido, coincidiendo en todo 

caso esta intención con el principio de que los Estados y sus legislaciones son 

garantes de la tutela judicial efectiva de todas las personas en todos los frentes, 

incluso en aquellas actuaciones que ejecuta el propio Estado a través de la función 

judicial. 

  El Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades  

Fundamentales, en su artículo 5.5  indica: “Toda persona víctima de un arresto o de 

una detención, en condiciones contrarias a las disposiciones del presente artículo, 

tiene derecho a una reparación.” (Consejo de Europa, 1950) 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, en su artículo 

9. 5, dice: “ Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el 

derecho efectivo a obtener reparación.".  Este principio se complementa con el 

artículo 14 número 6, que dice: 

Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido 

ulteriormente revocada o el condenado haya sido indultado por 

haberse producido o descubierto un hecho plenamente 

probatoria de la comisión de un error judicial, la persona que 

haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia, deberá 

ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre 

que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado 

oportunamente el hecho desconocido.  (Convencion Americana 

sobre Derechos Humanos, 1966) 

La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o 

Degradantes, recoge una forma de reparación en favor de quienes seas víctimas de 

ese tipo de delitos, en su art. 14 que indica:   

1.- Todo Estado Parte velará porque su legislación garantice a 

la víctima de un acto de tortura la reparación y el derecho a una 

indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para su 

rehabilitación lo más completa posible.  En caso de muerte de la 

víctima como resultado de un acto de tortura, las personas a su 
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cargo tendrán derecho a indemnización.  2.- Nada de lo 

dispuesto en el presente artículo afectará a cualquier derecho de 

la víctima o de otra persona a indemnización que pueda existir 

con arreglo a las leyes nacionales. (Asamblea General de La 

ONU, 1984) 

El Pacto de San José  o CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS SUSCRITA EN LA CONFERENCIA ESPECIALIZADA 

INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS del 22 de noviembre de 

1969, se refiere también  a los derechos que tienen los particulares a ser resarcidos 

por errores judiciales,  a la protección a la honra y a la dignidad de las personas, y al 

derecho a tutela judicial efectiva.  La Convención  se refiere estos temas  en los 

siguientes  términos: 

Artículo 10.  Derecho a Indemnización 

 Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la 

ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por 

error judicial. 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad 

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al 

reconocimiento de su dignidad. 

 2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas 

en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 

correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 

 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 

esas injerencias o esos ataques. 

Artículo 25.  Protección Judicial 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 

cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley 

o la presente Convención, aun cuando tal violación sea 

cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 

oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

 a) A garantizar que la autoridad competente prevista por el 

sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda 

persona que interponga tal recurso; 

 b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y   

 c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades 

competentes, de toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso. (Estados Americanos, 1969) 
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2.- Marco Nacional.- 

En lo que a legislación interna se refiere, la obligación del estado de responder 

por el error judicial, está plasmada en varios cuerpos legales, empezando por la 

Constitución, y pasando por el Código Orgánico de la Función Judicial, incluyendo la 

aún vigente Ley de lo Contencioso Administrativo, y en el Nuevo Código General de 

Procesos, recogiendo todos la posibilidad y el derecho que tiene un particular  que se 

ha visto lesionado por una actuación judicial, siempre que dicha actuación judicial le 

haya causado un perjuicio o daño, de recurrir a la Justicia, para que el Estado repare 

el daño causado. Es una de las ocasiones en la que el Estado, garante primordial del 

derecho a la tutela judicial efectiva, debe en pro de su efectividad, subordinar su 

majestad estatal, a la prevalencia de dicha tutela.  

2.1. Constitución de La República del Ecuador 

En la Constitución encontramos dentro de los artículos que se refieren  a los 

principios de aplicación de los derechos, al deber del Estado de garantizar el ejercicio 

de dichos derechos y la plena aplicación de las normas constitucionales, el art. 11 que 

se refiere en términos generales a dicha garantía, estableciendo la responsabilidad del 

Estado frente a las violaciones que él mismo cometa en el ejercicio de la potestad 

pública, sin entrar a condicionarla a la existencia de alguna medida de culpa o dolo 

del representante del Estado, sino que lo único que será suficiente es la existencia de 

un daño o violación a un derecho; sin embargo de aquello, se abre la posibilidad a la 

repetición contra el funcionario que resulte responsable del daño; se establece la 

responsabilidad estatal por una detención arbitraria, producto de un error judicial  y 

por la vulneración a la tutela judicial efectiva, y la obligación que tiene el Estado de 

reparar a quien  sufrió pena por haber obtenido sentencia condenatoria que 

posteriormente fuere revocada. El artículo 169 por su parte, declara  como uno de los 

principios de la administración de justicia, que el sistema procesal ecuatoriano tiene 

como objetivo, la realización de la justicia, por lo que debemos entender entonces que 

este objetivo va más allá de sencillamente ejecutar procedimientos incoados por 

pretensiones, sino que su fin último es la consecución de la justicia.  Entonces, es este 

mismo sistema procesal el que debe garantizarnos la posibilidad de proponer acciones 
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cuando nuestros derechos se ven violados, incluso si dicha violación se comete dentro 

de un proceso judicial, y más aún, si el victimario de la violación es el propio Estado.    

A continuación me permito citar dichos artículos en sus partes pertinentes: 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR / Título II 

DERECHOS/Capítulo I PRINCIPIOS DE APLICACIÓN DE LOS DERECHOS 

Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes 

principios: 

9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer 

respetar los derechos garantizados en la Constitución. 

El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que 

actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a 

reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la 

falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o 

por las acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, 

y empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus 

cargos. 

El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición 

en contra de las personas responsables del daño producido, sin 

perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 

administrativas.  

El Estado será responsable por detención arbitraria, error 

judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de 

justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 

las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, 

el Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como 

resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por 

tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos 

o judiciales, se repetirá en contra de ellos. (Asamblea 

Constituyente, 2008) 

 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR / Título IV 

PARTICIPACIÓN Y ORGANIZACIÓN DEL PODER/Capítulo IV FUNCIÓN 

JUDICIAL Y JUSTICIA INDÍGENA/Sección I PRINCIPIOS DE LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
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Art. 169.- El sistema procesal es un medio para la realización 

de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios 

de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad 

y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido 

proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de 

formalidades. (Asamblea Constituyente, 2008) 

2.2. Código Orgánico de la Función Judicial. 

En el Código Orgánico de la Función Judicial, encontramos disposiciones 

como el artículo 10,  que nos evidencian que todo el sistema de administración de 

justicia se construye sobre formas y maneras de prever la corrección de errores, pues 

para ello entre otras cosas, existen las instancias y los recursos, que en este sentido  

no son otra cosa que oportunidades que tiene un particular, de que a lo largo de un 

proceso ( compuesto por instancias y con posibilidad a recursos ) se corrijan errores 

que pudieren haberse presentado incluso como producto de la sustanciación de las 

causas. De forma textual, nombra a la casación y a la revisión como recursos que 

encierran un control de legalidad y de errores judiciales en las instancias.  Luego, el 

artículo 15, que se refiere al principio de responsabilidad, habla de la responsabilidad 

estatal, entre otras cosas por error judicial, y el derecho a la tutela judicial efectiva; se 

refiere nuevamente al recurso de revisión como la posibilidad de que a través de él 

una sentencia sea reformada o revocada, y el derecho de quien haya sufrido pena, a 

pedir al Estado un resarcimiento por tal daño.  Este mismo artículo también habla del 

derecho de repetición que tiene el Estado contra el funcionario responsable de la 

imposición de la pena sufrida...  

  Luego el artículo 32, que está dentro del Capítulo III,  Reglas Específicas para 

la sustanciación de los procesos por el mal funcionamiento de la administración de 

Justicia,  se refiere a la forma como el particular puede iniciar la acción contra el 

Estado por error en la administración de justicia, y nos dice que los legitimados 

activos pueden ser los directamente perjudicados, por sí o a través de sus 

representantes, o incluso los herederos del perjudicado, mientras el legitimado pasivo 

será el Presidente del Consejo de la Judicatura, el trámite será el de la Ley de lo 

Contencioso Administrativo, prescribiendo la acción en cuatro años desde que ocurrió  

o se realizó el último acto violatorio.  En la demanda podrá solicitar la indemnización 
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de daños y perjuicios, y la indemnización por daño moral.  Este artículo también 

nuevamente se refiere a las sentencias reformadas por medio del recurso de revisión y 

se remite a la forma de reparación contemplada en el anterior Código Penal, que 

contenía un título denominado  INDEMNIZACIÓN AL IMPUTADO, ACUSADO O 

CONDENADO, título que ya no recoge el Código Integral Penal, y que a partir del 

art. 416, establecía la forma de resarcimiento e indemnización, del daño causado al 

privado de la libertad de manera injusta. 

El artículo 33 se refiere al derecho de repetición que tiene el Estado, de 

perseguir en los servidores públicos responsables por los daños causados, la 

indemnización que le hubiere tocado pagar, en virtud de la acción ejercida por un 

particular por un error en la administración de justicia.  Dentro de ese proceso se 

pedirá al Juez citar al servidor público, en su domicilio o en su lugar de trabajo, quien 

deberá probar que no actuó con dolo o negligencia, sino que el error fue resultado de 

un caso fortuito o fuerza mayor.  Si se comprobare responsabilidad del servidor, se 

ordenará al Estado pagar la indemnización, y el Estado a su vez iniciará el 

procedimiento coactivo a través del Consejo de la Judicatura, contra dicho servidor.  

El artículo 34, trata de la acción directa que tiene el particular  contra los jueces, 

fiscales y defensores públicos que no hubieren actuado con debida diligencia y cuyo 

actuar se dio con negligencia, retardo y denegación de justicia o quebrantamiento de 

la ley, de conformidad con el artículo 172 de la Constitución, la que se presentará en 

el domicilio del demandado, se tramitará en Vía Verbal sumaria y prescribirá también 

en 4 años desde que se cometió el daño.  Por último el artículo 217 contiene las 

facultades de las Salas de lo Contencioso Administrativo, y en su número nueve se 

refiere al conocimiento de las causas que se inicien contra el Estado y pretendan una 

indemnización de daños y perjuicios  por  error judicial.     

CÓDIGO ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 

Título I PRINCIPIOS Y DISPOSICIONES FUNDAMENTALES / Capítulo II 

PRINCIPIOS RECTORES Y DISPOSICIONES FUNDAMENTALES 

 Art. 10.- Principios de unidad jurisdiccional y gradualidad.- De 

conformidad con el principio de unidad jurisdiccional, ninguna  
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autoridad de las demás funciones del Estado podrá desempeñar 

funciones de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio 

de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la 

Constitución. 

La administración de justicia ordinaria se desarrolla por 

instancias o grados. La casación y la revisión no constituyen 

instancia ni grado de los procesos, sino recursos extraordinarios 

de control de la legalidad y del error judicial en los fallos de 

instancia. (Asamblea Nacional, CÓDIGO ORGÁNICO DE LA 

FUNCIÓN JUDICIAL, 2009) 

Art. 15.- Principio de responsabilidad.- La administración de 

justicia es un servicio público que debe ser prestado de 

conformidad con los principios establecidos en la Constitución 

y la ley.  

En consecuencia, el Estado será responsable en los casos de 

error judicial, detención arbitraria, retardo injustificado o 

inadecuada administración de justicia, violación del derecho a 

la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios 

y reglas del debido proceso.  

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, 

en virtud del recurso de revisión, el Estado reparará a la persona 

que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, 

declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o 

servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en 

contra de ellos en la forma señalada en este Código. 

Todas las servidoras y servidores de la Función Judicial, 

cualquiera sea su denominación, función, labor o grado, así 

como los otros operadores de justicia, aplicarán el principio de 

la debida diligencia en los procesos a su cargo. Serán 

administrativa, civil y penalmente responsables por sus 

acciones u omisiones en el desempeño de sus funciones, según 

los casos prescritos en la Constitución, las leyes y los 

reglamentos.  

Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se 

cause a las partes por retardo injustificado, negligencia, 

denegación de justicia o quebrantamiento de la ley, de 

conformidad con las previsiones de la Constitución y la ley. 

(Asamblea Nacional, CÓDIGO ORGÁNICO DE LA 

FUNCIÓN JUDICIAL, 2009) 
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Capítulo III, REGLAS ESPECÍFICAS PARA LA SUSTANCIACIÓN DE LOS 

PROCESOS POR EL MAL FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE 

JUSTICIA 

Art. 32.- Juicio contra el estado por inadecuada administración 

de justicia y por revocatoria o reforma de sentencia 

condenatoria.- (Reformado por el Art. 1 de la Ley s/n, R.O. 

038-S, 17-VII-2013).- El Estado será responsable por error 

judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de 

justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 

violaciones de los principios y reglas del debido proceso.  

Al efecto, el perjudicado, por sí mismo o por intermedio de su 

mandatario o representante legal, sus causahabientes o los 

representantes legitimados de las personas jurídicas, 

propondrán su acción ante la jueza o juez de lo contencioso 

administrativo de su domicilio. En el mismo libelo demandará 

la indemnización de los daños y perjuicios y la reparación del 

daño moral, de estimar que tiene derecho para ello.  

El legitimado pasivo en estas acciones será la Presidenta o 

Presidente del Consejo de la Judicatura, que podrá comparecer 

a través de delegado. 

El trámite de la causa será el previsto en la Ley de lo 

Contencioso Administrativo con las modificaciones constantes 

en este Código. 

Estas reclamaciones prescribirán en el plazo de cuatro años 

contados desde que se realizó el último acto violatorio del 

derecho del perjudicado. 

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada 

en virtud de un recurso de revisión, o cuando alguien haya 

sufrido prisión preventiva arbitraria y haya sido luego 

sobreseído o absuelto mediante providencia ejecutoriada, el 

Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como 

resultado de tal sentencia, en la forma que establece el Código 

de Procedimiento Penal, que incluirá el daño moral. (Asamblea 

Nacional, CÓDIGO ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN 

JUDICIAL, 2009) 

Art. 33.- Repetición de lo pagado por el estado.- En los casos 

contemplados en el artículo anterior, el Estado ejercerá en 

forma inmediata el derecho de repetición contra las personas 

responsables del daño producido, sin perjuicio de las 

responsabilidades, administrativas, civiles y penales. De haber 
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varios responsables, todos quedarán solidariamente obligados al 

reembolso del monto total pagado más los intereses legales 

desde la fecha del pago y las costas judiciales.  

Una vez citada la demanda al Consejo de la Judicatura, éste 

pedirá al juzgado de la causa que se cuente como partes 

procesales con las servidoras o servidores que hayan 

intervenido en los actos que se alegan fueron violatorios de los 

derechos del perjudicado, y que se les cite en sus domicilios o 

en sus lugares de trabajo. Las servidoras o servidores tendrán 

las más amplias garantías para ejercer su derecho a la defensa, 

pero están en la obligación de comparecer a juicio y aportar 

toda la prueba de que dispongan a fin de demostrar que los 

actos que originaron los perjuicios no se debieron a dolo o 

negligencia suya, sino acaso fortuito o a fuerza mayor. No se 

admitirá como causa de justificación el error inexcusable ni la 

existencia de orden superior jerárquica. 

Si en la sentencia ejecutoriada se declara que las servidoras o 

los servidores no han justificado su conducta, se dispondrá que 

el Estado pague la indemnización por daños y perjuicios y por 

daño moral, y que de inmediato el Consejo de la Judicatura 

inicie el procedimiento coactivo contra las servidoras o los 

servidores responsables para el reembolso de lo que el Estado 

deba pagar al perjudicado. (Asamblea Nacional, CÓDIGO 

ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL, 2009) 

Art. 34.- Procedimiento para sustanciar las causas por la 

responsabilidad personal de juezas y jueces, fiscales y 

defensoras y defensores públicos.- Las causas que, por 

indemnización de daños y perjuicios y por daño moral se 

propongan contra juezas y jueces, fiscales y defensoras y 

defensores públicos, con fundamento en lo dispuesto en el 

inciso tercero del artículo 172 de la Constitución y demás leyes 

aplicables, se sustanciarán ante la jueza o juez de lo civil del 

domicilio de la parte demandada, por la vía verbal sumaria y la 

acción prescribirá en 4 años desde que se consumó el daño 

(Asamblea Nacional, CÓDIGO ORGÁNICO DE LA 

FUNCIÓN JUDICIAL, 2009) 

Título III ÓRGANOS JURISDICCIONALES / Capítulo III ÓRGANOS 

JURISDICCIONALES/Sección IV TRIBUNALES Y JUZGADOS/Parágrafo II 

JUEZAS Y JUECES DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO TRIBUTARIO 
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Art. 217.- Atribuciones y deberes.- (Reformado por el Art. 7 de 

la Ley s/n, R.O. 490-2S, 13-VII-2011).- Corresponde a las 

juezas y jueces que integren las salas de lo contencioso 

administrativo: 

9. Conocer y resolver las acciones propuestas contra el Estado 

en las que se reclame la reparación de los daños y perjuicios 

causados por error judicial, retardo injustificado o inadecuada 

administración de justicia, violación del derecho a la tutela 

judicial efectiva, y por violaciones de los principios y reglas del 

debido proceso, sin perjuicio de lo establecido en el Código de 

Procedimiento Penal. . . . . (Asamblea Nacional, CÓDIGO 

ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL, 2009) 

2.3. Código Orgánico General de Procesos. 

Con la expedición del nuevo Código Orgánico General de Procesos se 

engloba en un solo cuerpo legal, todos los  procedimientos en todas las materias, 

excepto Constitucional ( Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional ), Penal ( Código Orgánico Integral Penal ), y Laboral ( Código de 

Trabajo ), derogando entre otras, la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, por lo que ya el procedimiento para ejercer una acción contra el 

Estado, es aquel previsto en el Cogep.  En el Libro IV Procesos, Título I Procesos de 

Conocimiento, Capítulo II Procedimientos Contencioso Tributario y Contencioso 

Administrativo, Sección I, Disposiciones Comunes, art 303,  toca el tema de la 

legitimación activa para este tipo de causas, y en su número 5, se refiere a quien 

pretenda de parte del Estado la reparación del error judicial.  Luego, en el artículo 

326, de la sección denominada  Procedimiento Contencioso Administrativo, se indica 

que se tramitarán en este tipo de procedimiento, refiriéndose en el número 4, a las 

acciones especiales, entre otras, las  de responsabilidad objetiva del Estado, 

incluyéndose en ellas las de error judicial.  El 327 se refiere a que todas estas causas 

seguirán la vía ordinaria, y por último el artículo 328 habla del derecho de repetición 

que tiene el estado contra el funcionario que tiene responsabilidad en el error, y que la 

acción de repetición se iniciará ante los mismos jueces de lo contencioso 

administrativo y en el trámite ordinario, lo que se contradice totalmente con lo que 

vimos anteriormente nos dice el Código Orgánico de la Función Judicial en su 
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artículo  33 último inciso donde se dice que en este caso el Consejo de la Judicatura 

iniciaría un procedimiento coactivo contra el servidor responsable. 

CÓDIGO ORGÁNICO GENERAL DE PROCESOS 

Libro IV PROCESOS / Título I PROCESOS DE CONOCIMIENTO/Capítulo II 

PROCEDIMIENTOS CONTENCIOSO TRIBUTARIO Y CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO/Sección I DISPOSICIONES COMUNES 

Art. 303.- Legitimación activa. Se encuentran habilitados para 

demandar en procedimiento contencioso tributario y 

contencioso administrativo: 

5. La persona natural o jurídica que pretenda la reparación del 

Estado cuando considere lesionados sus derechos ante la 

existencia de detención arbitraria, error judicial, retardo 

injustificado, inadecuada administración de justicia o violación 

del derecho a la tutela judicial efectiva por violaciones al 

principio y reglas del debido proceso.” (Asamblea Nacional, 

Código Orgánico General de Procesos, 2015) 

Sección III, PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

Art. 326.- Acciones en el procedimiento contencioso 

administrativo. Se tramitarán en procedimiento contencioso 

administrativo las siguientes acciones: 

4. Las especiales de: 

c) La responsabilidad objetiva del Estado . . . . “ (Asamblea 

Nacional, Código Orgánico General de Procesos, 2015) 

Art. 327.- Procedimiento. Todas las acciones contencioso 

administrativas se tramitarán en procedimiento ordinario, salvo 

las acciones relativas al silencio administrativo positivo y las de 

pago por consignación que se tramitarán en procedimiento 

sumario. (Asamblea Nacional, Código Orgánico General de 

Procesos, 2015) 

Art. 328.- Repetición. En los casos en que la sentencia declare 

la responsabilidad de las autoridades, servidoras o servidores 

públicos en el desempeño de sus cargos o las personas de 

derecho privado que ejerzan potestad pública en virtud de 

concesión o delegación a la iniciativa privada, se ordenará que 

se inicie el proceso de repetición contra todos aquellos, quienes 
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tendrán responsabilidad solidaria hasta la solución total de la 

obligación. 

La repetición se sustanciará ante las o los juzgadores de lo 

contencioso administrativo mediante procedimiento ordinario. 

(Asamblea Nacional, Código Orgánico General de Procesos, 

2015) 

 

3.- La Responsabilidad del Estado por error en la administración de justicia en otras 

legislaciones. 

Las legislaciones de los diferentes países, han procurado establecer 

disposiciones legales que contemplen no sólo la posibilidad del cometimiento de un 

error judicial, sino también la posibilidad de  resarcimiento del mismo por parte del 

estado, principal garantista de debido proceso.  Es así que tenemos: 

3.1. Legislación italiana. 

En la Constitución de Italia, dentro del capítulo de los Derechos y Deberes de 

los Ciudadanos, en el Título I De las Relaciones Civiles, en el art. 24 se plasma el 

derecho de todos de acudir a los tribunales de justicia para defender sus derechos y 

sus intereses, se establece el derecho de defensa y se indica que “la ley determinará 

las condiciones y modalidades de reparación de los errores judiciales”. (Congreso 

Nacional Italiano, 1947). 

En concordancia con esta disposición Constitucional, el Código de 

Procedimiento Penal en su artículo 571, recoge la reparación del error judicial para 

quien haya sido absuelto, en los siguientes términos: “Art. 571 : Quien haya sido 

absuelto en sede de revisión por efecto de la sentencia de la Corte de Casación o del 

Juez de reenvío, tiene derecho, si por dolo o culpa no ha contribuido a dar lugar al 

error judicial, a una reparación equitativa en relación al eventual encarcelamiento o 

internamiento ya las consecuencias personales y familiares derivadas de la condena.” 

(Congreso Nacional Italiano, Código de Procedimiento Penal de Italia, 1988)  
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3.2 Legislación española. 

Por su parte España, incluye en su constitución en el Título Del Poder 

Judicial, el artículo 121 la indemnización por error judicial, incluyendo también los 

casos de un anormal funcionamiento de la administración de justicia.  “Art. 121.-  Los 

daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del 

funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, darán derecho a una 

indemnización a cargo del Estado, conforme a la Ley.” (Congreso de los Diputados, 

1978).  Otro cuerpo legal que contiene disposiciones relativas al error judicial y el 

derecho a ser indemnizado, constan en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Libro 

II del Régimen de los Juzgados y Tribunales, en el título V de la Responsabilidad 

Patrimonial del Estado por el funcionamiento de la administración de justicia., en sus 

artículos 292 y siguientes, donde nuevamente se recogen conceptos no sólo de error 

judicial, sino de funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, dejando en 

claro que la sola revocatoria de resoluciones judiciales no da lugar por sí sola a 

indemnización.  Se establece también que toda indemnización por error debe tener 

como antecedente una decisión judicial que reconozca tal error de manera expresa, 

como es el caso de una sentencia de un recurso de revisión, y estableciendo para los 

otros casos que no sean producto de un recurso de revisión, varias reglas que deberán 

cumplirse.  Se determina también ciertas condiciones que deben tomarse en cuenta al 

momento de establecer la cuantía de la indemnización. 

Art. 292.-  

1.-Los daños causados en cualesquiera bienes o derechos por 

error judicial, así como los que sean consecuencia del 

funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, darán 

a todos los perjudicados derecho a una indemnización a cargo 

del Estado, salvo en los casos de fuerza mayor, con arreglo a lo 

dispuesto en este Título. 

2.-En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, 

evaluable económicamente e individualizado con relación a una 

persona o grupo de personas. 

3.- La mera revocación o anulación de resoluciones judiciales 

no presupone por sí sola derecho a indemnización. (Congreso 

de Diputados, 1985) 
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Art. 293.- 

1.- La reclamación de indemnización por causa de error deberá 

ir precedida de una declaración judicial que expresamente lo 

reconozca. Esta previa decisión podrá resultar directamente de 

una sentencia dictada en virtud de un recurso de revisión.  En 

cualquier otro caso se aplicarán las reglas siguientes: 

a. La acción judicial para el reconocimiento del error deberá 

instarse inexcusablemente en el plazo de tres meses a partir del 

día en que pudo ejercitase. 

b. La pretensión de declaración del error se deducirá ante la 

Sala del Tribunal Supremo correspondiente al mismo orden 

jurisdiccional que el órgano a quien se le imputa el error, y si 

éste se atribuyese a una Sala o Sección del Tribunal Supremo la 

competencia corresponderá a la Sala que se establece en el art. 

61. Cuando se trate de órganos de jurisdicción militar, la 

competencia corresponderá a la Sala Quita, de lo Militar, del 

Tribunal Supremo. 

c. El procedimiento para sustanciar la pretensión será el propio 

recurso de revisión en materia civil, siendo partes, en todo caso, 

el Ministerio Fiscal y la Administración del Estado. 

d. El tribunal dictará sentencia definitiva, sin ulterior recurso, 

en el plazo de 15 días, con informe previo del órgano 

jurisdiccional a quien le atribuye el error. 

e. Si el error no fuera apreciado se impondrán las costas al 

peticionario. 

f. No procederá la declaración de error contra resolución 

judicial a la que se  impute mientras no se hubieren agotado 

previamente los recursos previstos en el ordenamiento. 

g. La mera solicitud de declaración del error no impedirá la 

ejecución de la resolución judicial a la que aquel se impute.   

2.- Tanto en el supuesto de error judicial declarado como en el 

de daño causado por el anormal funcionamiento de la 

Administración de Justicia, el interesado dirigirá su petición 

indemnizatoria directamente al Ministerio de  Justicia, 

tramitándose la misma con arreglo a las normas reguladoras de 

la responsabilidad patrimonial del Estado.  Contra la resolución 

cabrá recurso contencioso – administrativo.  El derecho a 

reclamar la indemnización prescribirá al año, a partir del día en 

que pudo ejercitarse. (Congreso de Diputados, 1985) 
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Art. 294.- 

1. Tendrán derecho a indemnización quienes, después de haber 

sufrido prisión preventiva, sean absueltos por inexistencia del 

hecho imputado, o por esta misma causa haya sido dictado auto 

de sobreseimiento libre, siempre que se hayan irrogado 

perjuicios. 

2. La Cuantía de la Indemnización se fijará en función del tiempo 

de privación de  libertad y de las consecuencias personales y 

familiares que se hayan producido. 

3. La petición indemnizatoria se tramitará de acuerdo con lo 

establecido en el apartado 2 del art. Anterior. (Congreso de 

Diputados, 1985) 

 

Art. 295.- En ningún caso habrá lugar a la indemnización 

cuando el error judicial o el anormal funcionamiento de los 

servicios tuviera por causa la conducta dolosa o culposa del 

perjudicado. (Congreso de Diputados, 1985) 

296.- El Estado responderá también de los daños que se 

produzcan por dolo o culpa grave de los jueces y magistrados, 

sin perjudico del derecho que le asiste de repetir contra los 

mismos por los cauces del proceso declarativo que corresponda 

ante el Tribunal competente.  En estos procesos será siempre 

parte el Ministerio Fiscal. (Congreso de Diputados, 1985) 

297.- Lo dispuesto en los artículos anteriores no obsta a la 

exigencia de responsabilidad civil a los jueces y magistrados 

por los particulares, con arreglo a lo dispuesto en esta ley. 

(Congreso de Diputados, 1985) 

 

 3.3 Legislación colombiana. 

En Colombia, la responsabilidad del Estado para temas de error judicial, está 

plasmada en su Constitución y en su Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.  

En la primera, en el Título II De los Derechos, Garantías y Los Deberes, Capítulo IV 

de la Protección y Aplicación de Los Derechos, en su artículo 90, se refiere a la 

responsabilidad patrimonial del Estado en los daños antijurídicos que le son 

atribuibles, entendiéndose por supuesto entre ellos al error de la administración de 

justicia, y del derecho de repetición que tiene el Estado contra el funcionario que lo 

causó. Así el artículo 90 indica: 
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 Art. 90  El Estado responderá patrimonialmente por los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u 

omisión de las autoridades públicas. 

En el Evento de ser condenado el Estado a la reparación 

patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia 

de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 

aquel deberá repetir contra éste.  (Congreso General de 

Colombia, Constitución Política de La República de Colombia, 

1991) 

En cuanto  a la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia de la 

República de Colombia, en su Título III De Las Corporaciones y Despachos 

Judiciales, Capítulo VI De la Responsabilidad del Estado y de sus funcionarios y 

empleados judiciales, a partir del artículo 65 se refiere a la responsabilidad estatal 

frente a los hechos antijurídicos causados por la acción u omisión de sus agentes 

judiciales. Conceptualiza lo que es error jurisdiccional y da los presupuestos para que 

se configure, así como se refiere también al derecho de repetición que tiene el Estado 

contra el agente que causó el error y a la competencia para conocer este tipo de 

acciones. 

Art. 65.-  De la responsabilidad del Estado.- El Estado 

responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 

sean imputables, causados por la acción o la omisión de sus 

agentes judiciales.   

En los términos del inciso anterior el Estado responderá por el 

defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, por 

el error jurisdiccional y por la privación injusta de la libertad. 

(Congreso General de Colombia, 1996) 

Art. 66.- Error Jurisdiccional.-  Es aquel cometido por una 

autoridad investida de facultad jurisdiccional, en su carácter de 

tal, en el curso de un proceso, materializado a través de una 

providencia contraria a la Ley. (Congreso General de Colombia, 

1996) 

Art. 67.- Presupuestos del error jurisdiccional.- El error 

jurisdiccional se sujetará a los siguientes presupuestos: 

1. El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley en los 

eventos previstos en el artículo 70, excepto en los caos de 

privación de la libertad del imputado cuando ésta se produzca 

en virtud de una providencia judicial.   
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2. La providencia contentiva del error deberá estar en firme. 

(Congreso General de Colombia, 1996) 

 

Art. 68.- Privación injusta de la libertad.-  Quien haya sido 

privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado la 

reparación de perjuicios. (Congreso General de Colombia, 

1996) 

Art. 69 Defectuoso funcionamiento de la administración de 

justicia.- Fuera de los casos previstos en los artículos 66 y 68 de 

esta ley, quien haya sufrido daño antijurídico, a consecuencia 

de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la 

consiguiente reparación. (Congreso General de Colombia, 

1996) 

Art. 70.- Culpa exclusiva de la víctima.- El daño se entenderá 

como debido a culpa exclusiva de la víctima cuando ésta haya 

actuado con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los 

recursos de ley.  En estos eventos se exonerará de 

responsabilidad al Estado. (Congreso General de Colombia, 

1996) 

Art. 71.- De la responsabilidad del funcionario y del empleado 

judicial.-  En el evento de ser condenado el Estado a la 

reparación patrimonial por un daño antijurídico que haya sido 

consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un 

agente suyo, aquel deberá repetir contra éste. 

Para los efectos señalados en este artículo se presume que 

constituye culpa grave o dolo cualesquiera de las siguientes 

conductas: 

1.- La violación de normas de derecho sustancial o procesal, 

determinada por error inexcusable. 

2.- El pronunciamiento de una decisión cualquiera, restrictiva 

de la libertad física de las personas, por casos expresamente 

previstos en la ley o sin la debida motivación. 

3.- La negativa arbitraria o el incumplimiento injustificado de 

los términos previstos por la ley procesal para el ejercicio de la 

función de administrar justicia o la realización de actos propios 

de su oficio, salvo que hubiere podido evitarse el perjuicio con 

el empleo del recurso que la parte dejó de interponer. (Congreso 

General de Colombia, 1996) 

Art. 72.- Acción de Repetición .- La responsabilidad de los 

funcionarios y empleados judiciales por cuya conducta dolosa o 
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gravemente culposa haya sido condenado el estado, será exigida 

mediante la acción civil de repetición de la que éste es titular, 

excepto el ejercicio de la acción civil respecto de conductas que 

puedan configurar hechos punibles . 

Dicha acción deberá ejercitarse por el representante legal de la 

entidad estatal condenada a partir de la fecha en que tal entidad 

haya realizado el pago de la obligación indemnizatoria a su 

cargo, sin perjuicio de las facultades que corresponden al 

Ministerio Público.  Lo anterior no obsta para que el proceso de 

responsabilidad contra la entidad estatal, el funcionario o 

empleado judicial pueda ser llamado en garantía. (Congreso 

General de Colombia, 1996) 

Art. 73.- Competencia.- De las acciones de reparación directa y 

de repetición de que tratan los artículos anteriores, conocerá de 

modo privativo la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

conforme al procedimiento ordinario y de acuerdo con las 

reglas comunes de distribución de competencia entre el Consejo 

de Estado y los Tribunales Administrativos. (Congreso General 

de Colombia, 1996) 

Art. 74.- Aplicación.-  Las disposiciones del presente capítulo 

aplicarán a todos los agentes del Estado pertenecientes a la 

Rama Judicial, así como también a particulares que excepcional 

o transitoriamente ejerzan o participen del ejercicio de la 

función jurisdiccional de acuerdo con el que sobre el particular 

dispone la presente ley estatutaria. 

En consecuencia, en los preceptos que anteceden los términos 

“funcionario o empleado judicial” comprende a todas las 

personas señaladas en el inciso anterior.  (Congreso General de 

Colombia, 1996) 

 

 3.4. Legislación Peruana  

La legislación peruana, dentro  de su  Constitución, restringe el concepto de 

error judicial, únicamente al campo penal, al referirse a él en el campo de los 

procesos penales y de las detenciones arbitrarias.  Así en el Título IV De la Estructura 

del Estado, Capítulo VIII Poder Judicial, artículo 139,  dentro de los  principios y 

derechos básicos que debe tener la llamada Función jurisdiccional, el principio 

séptimo establece: 
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Art. 139.- Son principios y derechos de la función 

jurisdiccional:  . . . . . . . . .7. La indemnización, en la forma que 

determine la Ley, por los errores judiciales en los procesos 

penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la 

responsabilidad a la que hubiere lugar. (Congreso de la 

República del Perú, 2000) 

 

IV. Análisis de sentencias.- 

Sin embargo de todo el marco legal existente no sólo a nivel nacional, sino a 

nivel de tratados y documentos internacionales, que pretenden prever y hacer 

eficiente la reparación a la que tiene derecho quien sufre una afectación por un error 

judicial, la realidad nos indica que no hay un efectivo gozo de esa garantía.   A 

continuación un pequeño análisis de sentencias en donde se ha puesto de manifiesto y 

declarado la existencia de un error judicial. 

1.- Juicio No.  210-2009 

 Resolución No. 637-2009 

Juicio por sabotaje imputado Manuel Segarra Rea y otro, agraviado Víctor Barrera 

Maura. 

El hecho: El 9 de julio del 2004, aproximadamente a las 22 horas, utilizando barretas, 

tijeras y picos destruyen completamente un tanque de captación del acueducto, en el 

Tejar, Cantón Paute.  Dentro del proceso se ordena la prisión de los encausados el 17 

de mayo del 2005. 

Fallo de Tribunal Penal:  El 26 de septiembre del 2005,  luego de peritajes, y de 

testimonios tanto a favor como en contra, se declara a los imputados como autores y 

responsables del delito y se les impone la pena de tres años de prisión correccional. 

Recurso de Revisión: El 16 de agosto del 2006, los querellados interponen recurso de 

revisión argumentando que los sentenciados no son responsables del delito por el que 

se les condenó.  La Primera Sala de la Corte, el 22 de septiembre del 2009, resuelve 

que habiendo mérito para la acción revisoría, ya que existen graves violaciones 

procesales  por no encontrarse motivado el fallo y haberse fundamentado en normas 
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constitucionales, no haciendo una correcta ponderación entre normas de mayor 

jerarquía como las constitucionales frente a las legales, lo que demuestra la existencia 

de un ERROR en la sentencia impugnada, por lo que declara “ procedente y con lugar 

el recurso de revisión . . . . . . . .se dicta sentencia ABSOLUTORIA y se ratifica el 

estado de inocencia de los recurrentes LUIS ANTONIO y MANUEL ANTONIO 

SEGARRA REA y se dispone la cancelación de todas las medidas cautelares que se 

hubieren dispuesto en su contra.” (Resolución de Corte Nacional de Justicia, 2009) 

2.- Juicio No. 0814-2009 

Resolución No. 248-2010 

Juicio por delito de  usurpación, seguido por José Humberto Muñoz Iglesias contra 

Melchor Zhinin Pinguil y Dolores Caizán Álvarez. 

El hecho:  Los cónyuges José Humberto Muñoz Iglesias y Aida Mercedes Vélez 

Padrón son propietarios y poseedores de un predio rústico de aproximadamente 

19.000 metros cuadrados ubicado en el sector Mangacuzana, del Cantón Cañar, y han 

sido despojados de una parte de este predio, junto al lindero norte,  por los señores 

cónyuges Melchor Zhinin Pinguil y Dolores Caizán Álvarez, quienes han efectuado 

trabajos agrícolas de laboreo del suelo, y destrucción de algunas plantas de pencas, 

etc., quienes además el 12 de agosto del 2008, procedieron en forma violenta contra 

el querellante y su hijo, hasta terminar despojándolos de la posesión legítima del 

inmueble. 

Fallo del Juzgado: El 22 de enero del 2009, luego de peritajes, testimonios y 

presentación de documentos, el Juez resuelve declarar con lugar la acusación 

particular de acción penal privada y declarar autores responsables del delito a los 

esposos Melchor Chinan Pinguil y Dolores Caizán Álvarez., e imponerle la pena de 

un mes de prisión. 

Recurso de Revisión:     El 22 de abril del 2010, la Segunda Sala de Lo Penal de La 

Corte Nacional de Justicia, resuelve aceptar el recurso de revisión y corregir el 

ERROR JUDICIAL  contenido en la sentencia condenatoria del Juez Tercero de Lo 
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Penal y Tránsito del Cañar, porque evidentemente ésta ha vulnerado las garantías 

básicas del debido proceso al no tomar en cuenta que el tema ya era de conocimiento 

previo de la justicia indígena y ya ésta se había pronunciado, no pudiendo 

desconocerse lo resuelto.  El Juez ha actuado sin jurisdicción ni competencia por 

tener la condición de Juez Ordinario y por lo tanto sin capacidad para decidir un tema 

de jurisdicción indígena, cuya resolución debía ser respetada.  Este irrespeto a lo 

resuelto por la Justicia indígena encierra una violación a los derechos de los acusados, 

sobre todo al principio de que “Nadie puede ser juzgado más de una vez por la misma 

causa “.  En este caso, se trató de la existencia de un Acta Resolutoria Única y 

Definitiva de Juzgamiento y Resolución, que establece acuerdos y compromisos 

mutuos, libres, voluntarios y por tanto de cumplimiento obligatorio, emitida por la 

Organización TUCAYTA, dentro de la Jurisdicción Indígena, resolución que trata 

sobre los mismos hechos , ya que los acusados son ciudadanos indígenas del pueblo 

kichua cañari, miembros de la comunidad San Rafael, por presunto despojo sucedido 

en el territorio de la Organización indígena de segundo grado, denominada Tukuy 

Cañaris Ayllukunapa Tantanacuy, TUCAYTA, que encierra a más de quince 

comunidades indígena, con personería jurídica otorgada por el Consejo de Desarrollo 

de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador CODENPE, donde se determina que las 

reclamaciones de  Melchor Zhinin Pinguil y Dolores Caizán Álvarez, son justas en 

razón de su título de propiedad, de sus declaraciones y de sus testigos, siendo por lo 

tanto dueños del lote de terreno que reclama José Humberto Muñoz Iglesias. 

(Resolucion Corte Nacional de Justicia,, 2010) 

3.- Juicio No. 1311-SJ-2009 

Resolución No. 924-2009 

Juicio por delito de usurpación, seguido por José Manuel Males Camuendo contra 

Humberto Males Males. 

El hecho: José Manuel Males Camuendo se dice propietario de un inmueble rural  

ubicado en la parroquia El Jordán, Cantón Otavalo, situado en el punto denominado 

Ejido de la Compañía, y sostiene que Humberto Males Males, desde los primeros días 
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de agosto del año 2008, abusando de su confianza procede junto con sus familiares a 

ingresar al predio tomando posesión del predio en forma arbitraria.  Pese a los 

múltiples requerimientos del propietario para que le restituya la posesión no lo ha 

hecho y por el contrario, ha efectuado construcción de cerramiento con palos y 

alambres de púas. 

El Fallo del Juzgado: El 19 de marzo del 2009 el Juez Tercero de Lo Penal de 

Imbabura, después de diligencias, inspecciones, testimonios y documentos, resuelve 

declarar culpable de usurpación a Humberto Males Males, e imponer una pena de un 

año de prisión al querellado, con costas y daños y perjuicios. 

Recurso de Apelación: La Sala de Lo Penal de la  Corte Provincial de Justicia, 

desestima la apelación por falta de sustentación jurídica del recurso, ya que indica 

que el recurrente solo se limita a realizar un análisis subjetivo. 

Recurso de Hecho: La Sala de Lo Penal de la Corte Provincial desecha dicho recurso 

por considerarlo indebidamente interpuesto. 

Recurso de Revisión: La Segunda Sala de Lo Penal de la Corte Nacional de Justicia 

acepta el recurso de revisión y corrige el ERROR JUDICIAL contenido en la 

sentencia expedida por el Juez Tercero de Lo Penal de Imbabura, revocándola y 

absolviendo a Humberto Males Males, ya que concluye que “no se ha producido a lo 

largo del proceso toda la prueba idónea y suficiente para llegar a formar su 

convicción acerca de la existencia de la infracción de  acción privada descrita en los 

dos numerales señalados por el Juzgador en la parte resolutiva de su fallo, ni de la 

responsabilidad penal del acusado, motivo por el cual la Sala considera que la prueba 

evacuada en el presente nivel si bien no acredita fehacientemente las causales tercera 

y cuarta invocadas por el revisionista, ésta tiene la suficiente trascendencia para 

justificar el contenido de la causal sexta, que expresa: no haberse comprobado 

conforme a derecho el delito al que se refiere la sentencia de mérito, lo cual 

constituye un error judicial que es menester tenerlo en cuenta por vulnerar los 

derechos que le asisten al impugnante y como consecuencia convierte en injusta la 
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sentencia pronunciada por el Juez inferior; tanto más que es en la esfera civil en 

donde procede la pretensión tanto del hoy accionante, cuanto de la parte acusada.” 

Por otro lado, la Sala hace la reflexión de que el caso correspondería dirimirlo a la 

Justicia Indígena, por ser ambos litigantes parte de una Comunidad Indígena, por lo 

que en Juez de Garantía Penales dictó su resolución sin jurisdicción ni competencia, 

por ser pues un Juez Ordinario, y sin tener por lo tanto capacidad jurisdiccional para 

resolver, lo que vulnera los derechos del recurrente. (Resolucion Recurso de Revision 

Corte Nacional de Justicia , 2009). 

V. Marco metodológico.-  

El método utilizado en este trabajo de investigación es el cualitativo, no interactivo, 

porque se basa en análisis de conceptos doctrinarios, de disposiciones legales 

internacionales, extranjeras y nacionales, y de sentencias nacionales e internacionales 

a fin de establecer lo que constituye la responsabilidad del estado por errores en la 

administración de justicia. 

A) Unidades de Análisis.- 

Las Unidades de Análisis son: 

1.- Artículos de Documentos y tratados internacionales: 

a) Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales de 1950, artículo 5.5. 

b) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, artículos 9.5 y 

artículo 14 No 6. 

c) Convención contra La Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o 

Degradantes, artículo 14. 

d) Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, artículos 10, 11 y 25. 

2.- Artículos de legislación nacional: 

a) Constitución de la República del Ecuador, artículo 11 No. 9 y art. 169. 
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b) Código Orgánico de La Función Judicial, artículos 10, 15, 32, 33, 34 y 217. 

c) Código Orgánico General de Procesos, artículos 303 No. 5, art. 326 No 4 letra c), 

art. 327 y 328. 

3.- Artículos de legislación extranjera: 

a) Legislación italiana: 

A.1.- Constitución art. 24. 

A.2.- Código de Procedimiento Penal, artículo 571. 

b) Legislación española: 

B1.- Constitución artículo 121. 

B2.- Ley Orgánica del Poder Judicial, artículos 292, 293,294,295,296 y 297. 

c) Legislación colombiana: 

C1.- Constitución artículo 90 

c2.- Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, artículos 

65,66,67,68,69,70,71,72,73,74.  

d) Legislación peruana: 

D1.- Constitución artículo 139 

4.- Sentencias Nacionales de Gacetas Judiciales: 

a) Resolución No. 637-2009, Recurso de Revisión, Primera Sala de la Corte Nacional 

de Justicia, del 22 de septiembre del 2009. 

b) Resolución No. 248-2010, Recurso de Revisión, Segunda Sala de la Corte 

Nacional de Justicia, del 22 de abril del 2010. 

d) Resolución No. 924-2009, Recurso de Revisión, Segunda Sala de la Corte 

Nacional de Justicia, del 16 de diciembre del 2009. 
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5.- Sentencias Internacionales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: 

a) Caso Daniel David Tibi vs Ecuador, del 7 de septiembre del 2004. 

b) Caso Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo vs Ecuador, del 21 de 

noviembre del 2007. 

B) Categorías: 

B1.- De las Unidades 1, 2,3: 

- Articulado que se refiere al error judicial. 

- Articulado que se refiere al procedimiento para obtener resarcimiento. 

B2.- De la Unidad 4: 

- Existencia de Sentencias donde se declara error judicial. 

- Inexistencia de sentencias de reparación del error judicial.  

B3.- De la Unidad 5: 

- Existencia de error judicial 

- Necesidad de acudir a la justicia internacional para obtener reparación. 

C) Dimensión de todas las categorías: 

- Incumplimiento del Estado de su obligación de adecuar su legislación nacional a las 

garantías  previstas en la Convención Interamericana de Derechos Humanos o Pacto 

de San José, porque se debe acudir a un juicio ordinario para obtener reparación. 

Una vez analizadas cada una de las unidades de observación, desde la 

perspectiva de las categorías y dimensiones señaladas, se puede determinar que sí 

existe efectivamente un marco legal internacional y nacional que establecen la 

responsabilidad del estado frente a los yerros de la administración de justicia, es decir 

se reconoce que la función judicial y quienes la ejercen pese a gozar de 

independencia, no dejan de ser personas de capacidad limitada como todo ser humano 

susceptibles de cometer errores, por lo que hay la necesidad de establecer controles 
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que lleven a corregir errores así como a impedir que se cometan abusos, 

principalmente por quienes tienen en sus manos un poder como es el de administrar 

justicia.  Sin embargo de la existencia de este tipo de normas la realidad es que 

puntualmente en el caso que nos ocupa no existe un real resarcimiento del error 

judicial, lo que vuelve este derecho ineficaz, y por lo tanto caemos en la vulneración 

de tal derecho.  

La esencia de que los derechos existan, cualquiera que sea éste, es sobre todas 

las cosas que éstos puedan ejercerse plenamente, de lo contrario no sólo que quedan 

en letra muerta, sino que se violentan, es decir es la eficacia en su goce lo que 

determina realmente su existencia.  Y es para esto, para su goce, sobre todo cuando el 

mismo se ve perturbado  es que existen las acciones y su ejercicio, de las que se 

ocupa precisamente el Derecho Procesal.  Pero el tema no concluye allí, porque no 

sólo es necesario que la forma de ejercer dichas acciones existan, sino que lo 

necesario es que la forma en la que se ejercitan sea efectiva y permitan acceder al 

goce del derecho conculcado de una manera ágil y oportuna, y no que el camino por 

transitar para obtener nueva u originariamente el disfrute de ese derecho.  Así lo 

considera  y manifiesta la Convención Americana de Derechos Humanos en sus 

artículos 25 número 1 en concordancia con el art. 2, y la  Corte Interamericana de 

Derechos Humanos,  en  varias de sus sentencias, como es el caso de la sentencia de 

Daniel David Tibi contra el Ecuador, cuya parte pertinente me permito transcribir: 

No basta con que los recursos existan formalmente, sino es 

preciso que sean efectivos, es decir que brinden a la persona la 

posibilidad real de interponer un recurso sencillo y rápido que  

le permita alcanzar en su caso, la protección requerida.  Esta 

Corte ha manifestado reiteradamente que la existencia de estas 

garantías constituye uno de los pilares básicos, no solo de la 

Convención Americana sino del propio Estado de derecho en 

una sociedad democrática. . . . (Sentencia Tibi vs Ecuador, 

2004)    

Es precisamente lo contrario lo que está sucediendo en el  Ecuador, donde no 

existe una real reparación por parte del Estado para el error judicial, pese a toda la 

normativa existente, que incluye un procedimiento independiente ( Contencioso 

Administrativo ) y ordinario, para perseguir el resarcimiento de quien ha sido víctima 
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de aquel, en todas las materias, sin hacer un distingo en un campo que considero el 

más sensible y vulnerable por tocar derechos tan sensibles como la vida, la libertad, la 

familia, el trabajo, la educación, la salud física y sicológica.  No se encontró un solo 

caso de reparación de error judicial, pese a que existen sentencias donde se revocan 

condenas y se reconocen dichos errores.  Las personas perjudicadas prefieren no 

emprender el largo camino que deben transitar para obtener una reparación por lo que 

en la práctica es un derecho del cual no se goza. 

Es por ello que este trabajo propone como solución a conseguir una real 

eficacia de este derecho al resarcimiento por error de la administración de justicia, 

una reforma al Código Orgánico Integral Penal, estableciendo un procedimiento 

abreviado en el que el propio juzgador que conoció del error y revocó una condena, 

resuelva sobre la indemnización que busque la reparación de dicho error, incluido el 

daño moral.  
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CONCLUSIONES.- 

El Ecuador, en concordancia con los tratados y documentos internaciones, ha 

incluido dentro de su constitución y normas legales, al error judicial como una de las 

causas para que opere la responsabilidad indemnizatoria del Estado, estableciendo de 

esta manera el marco legal interno dentro del que deben manejarse los casos de este 

tipo de error, constituyendo definitivamente por lo menos en letra, una restricción o 

control a la labor de los administradores de justicia.  Sin embargo de aquello, en la 

realidad estas disposiciones son de muy poca o ninguna aplicabilidad, probablemente 

porque para obtener un eficaz goce del derecho a la tutela judicial efectiva, de quienes 

son víctimas de errores judiciales, es necesario acudir a un procedimiento que si bien 

puede estar precisamente definido, no es menos cierto que constituye un nuevo 

proceso (del tipo ordinario).   

A lo largo de este estudio, no se pudo obtener ninguna sentencia en esta 

materia, es decir, ninguna sentencia en donde se declare y fije un resarcimiento o 

indemnización a quien sufrió un error judicial, quizás porque ningún perjudicado 

resolvió emprender por el camino que le traza el procedimiento o porque quizás 

abortó la misión antes de su conclusión.  Lo único que se consiguió es una sentencia 

de Casación de  la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de 

Justicia,(Sentencia No. 286-2010), del 27 de agosto del 2010, de un recurso 

interpuesto contra un auto  dictado el 17 de junio de 2010 por la Sala del Tribunal 

Distrital de lo Contencioso Administrativo No. 4, con sede en la ciudad de Portoviejo, 

dentro del juicio seguido por el señor Anthony Miguel Macías Carbo, en contra del 

Presidente del Consejo de la Judicatura y Procurador General del Estado . En el auto 

impugnado la Sala del Tribunal Distrital, se inhibe del conocimiento de la demanda 

presentada por falta de competencia.  La Sala resuelve, aceptar el recurso de casación 

interpuesto,  casa el auto de 17 de junio de 2009 expedido por la Sala del Tribunal 

Distrital de lo Contencioso Administrativo de Portoviejo y  dispone que se proceda a 

conocer y resolver la demanda presentada por Anthony Miguel Macías Carbo a fin de 

que se tutele su derecho de acceso a la justicia y no se lo deje en estado de 

indefensión. Llama severamente la atención a los Jueces de la Sala del Tribunal 

Distrital de lo Contencioso Administrativo de Portoviejo que suscribieron el auto 
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objeto de impugnación en esta causa. (Sentencia de la Corte Nacional de Justicia, 

2010) 

Las sentencias de los recursos de revisión a las que me referí brevemente, no 

hacen sino ratificar que efectivamente sí existen casos de error judicial, y que pese a 

ello no existen procesos que se hayan por lo menos resuelto en donde se determinen 

la forma de resarcir a esos perjudicados, ¿Será acaso que para la colectividad ese 

derecho a que el Estado responda sólo queda en el texto de la ley o en la intención del 

asambleísta?.  Podemos decir entonces que no es un derecho eficaz y que su ejercicio 

no está verdaderamente garantizado al establecer como proceso para su reclamación 

uno que podría considerarse largo y engorroso, cuando lo ideal es que aquel que 

sufrió la vulneración reciba del Estado, incluso de oficio una indemnización por tal 

error, sobre todo en materia penal, en donde se pone en riesgo derechos como el de la 

libertad, la vida, la familia, el trabajo, la propiedad, la salud física y sicológica, etc. 

Al concluir este estudio la propuesta de solución por lo menos para el tema 

penal, es acoger la posibilidad de una reforma al Código Orgánico Integral Penal, 

agregándole un Título parecido en su intención al que existía en el anterior Código de 

Procedimiento Penal, que se refiera al Resarcimiento al procesado, acusado o 

condenado por error judicial.  Acogiéndose la solución planteada no sólo que se 

volvería eficaz el derecho sino que cumpliríamos con el artículo 1, 2  y 25 de la 

Convención al establecer realmente un procedimiento abreviado y adecuado para que 

las víctimas del error judicial en materia penal se vean resarcidas, estaríamos 

adecuando nuestra legislación interna a fin de que el derecho sea eficaz, garantizando 

de esta manera su pleno ejercicio.  Al respecto la Corte Interamericana en varias de 

sus sentencias se ha pronunciado sobre esta adecuación y no fue la excepción  la 

sentencia de la Corte de Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo vs 

Ecuador que en su parte pertinente trascribo:  

La Jurisprudencia de la Corte ha interpretado que el deber de 

adecuar el derecho interno, implica la adopción de medidas para 

suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que 

entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o 

que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen 
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su ejercicio. (Setencia Juan Carlos Chaparro y Feddy Lapo vs 

Ecuador, 2007) 

Por otro lado  es importante anotar que el tema del error judicial incluso de 

cara al derecho de repetición que el Estado tiene sobre los funcionarios judiciales que 

incurrieron en tales errores, no es ejercido por éste de acuerdo a la investigación que 

se realizó, lo que concuerda con una noticia de prensa de Diario el Telégrafo de 14 de 

mayo del 2013, que se titula “El Estado no ejerce principio de repetición por errores 

judiciales”. (El Estado no ejerce principio de repetición por errores judiciales, 2013) 

A continuación me permito presentar el texto de mi propuesta: 

 Resarcimiento al procesado, acusado o condenado por error judicial 

Art.- Cuando en sentencia se determine la existencia de  error judicial, el juez que lo 

declara fijará la indemnización a la víctima de tal error, sin necesidad de que se 

recurra ante otro juez o autoridad. .El procedimiento a seguir será únicamente de 

determinación de la forma y cuantía de resarcimiento según sea el caso, para lo cual 

el perjudicado por el error, presentará copias de las declaraciones de impuesto a la 

renta o en su defecto certificación del Servicio de Rentas Internas que indique que no 

ha presentado declaración de impuesto a la renta del año anterior. 

Las formas de resarcimiento a que se refiere este artículo incluyen al daño moral.  

Art. Una vez resuelta ordenada la indemnización, el juzgador, remitirá copia de los 

cuerpos del proceso al Juez de lo Contencioso Administrativo y se procederá de 

conformidad con el art. 33 del Código Orgánico de la Función Judicial, a fin de que 

se resuelva si cabe o no ejercer el Derecho de Repetición del Estado contra el o los 

funcionarios judiciales involucrados. 

Para complementarse la reforma propuesta deberá agregarse un inciso al No. 6 del 

artículo 622 del Código Orgánico Integral Penal, en el siguiente sentido: 

Art. 622.- Requisitos de la sentencia.- La sentencia escrita deberá contener: 

6. La condena a reparar integralmente los daños ocasionados por la infracción con la 

determinación del monto económico que pagará la persona sentenciada a la Víctima y 
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demás mecanismos necesarios para la reparación integral, con determinación de las 

pruebas que hayan servido para la cuantificación de los perjuicios cuando 

corresponda. (Asamblea Nacional, Código Orgánico Integral Penal , 2014) 

AGREGADO: En caso de existir error judicial, deberá declararlo y determinar la 

condena a repararlo. 
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RECOMENDACIONES.- 

Si se acogiera esta propuesta efectuada, el goce del derecho a que el Estado 

responda por el yerro judicial, sería posible, toda vez que no se colocaría al 

resarcimiento a recibir como algo inalcanzable y sólo reservado para aquellos más 

favorecidos que tienen recursos para acudir a la Justicia Internacional, por lo que 

dejaría de ser un derecho del cual gozan unos cuantos, sino que se trasformaría lo que 

hoy en un procedimiento largo y agotador, en un procedimiento ágil y eficaz.  

Contribuiríamos entonces a la realización efectiva de un derecho y a un verdadero 

control de las actuaciones judiciales en materia penal, que es definitivamente un 

campo que requiere una particular atención por todos los sensibles temas que atañe.   
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